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PENSIÓN DE VEJEZ / ACUERDO 049 DE 1990 / TRANSICIÓN / CONCEDE / CONFIRMA / MODIFICA Se considera acertada la conclusión a la que arribó la Jueza de instancia al sumar a las 141 semanas que aparecen en el reporte allegado por Colpensiones, las 998,57  semanas descontadas a la demandante por Colpensiones  –cotizadas antes del 31 de diciembre de 1994-, con las que alcanza 1139,57 semanas cotizadas al 31 de marzo de 2013, suma de la que se desprende, a su vez, que la señora Yolanda Ramírez conservó el régimen de transición del que fue beneficiaria y supera las 1000 semanas cotizadas exigidas por el Acuerdo 049 de 1990, para acceder a la pensión de vejez.

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Disiento de la sentencia proferida por cuanto, a mi juicio, en el proceso no quedó probado que la actora tuviera derecho a que Colpensiones le reconociera la pensión de vejez que aquí se dispuso. (…)

… bien se puede observar que los documentos que obran a folios 23, 24, 58 y 59, que fueron utilizados por la mayoría para reconocer el derecho, carecen de firma y por ende, al no haberse reconocido expresa o implícitamente su contenido ni haberse construido la defensa con apego a estos, y al no existir precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada lo elaboró, aprobó o autorizó, los mismos carecen del valor probatorio que se le otorgó en la providencia. 

De otro lado, los documentos que obran a folio 60, simplemente fueron decretados como pruebas de oficio, pero obviamente sin más alcance que el que la ley les puede otorgar. De allí que no es cierto que porque se hayan decretado como pruebas, ello implique que no haya quedado en entredicho su veracidad….
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1
Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 11:00 a.m. de hoy, viernes 9 de febrero de 2018, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por Yolanda Ramírez en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión

De conformidad con el artículo 82 del C.P.T. y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión:  Por la parte demandante… Por la parte demandada…

S E N T E N C I A

Como quiera que los argumentos expuestos en las alegaciones fueron tenidos en cuenta en la discusión del proyecto, procede la Sala a revisar en sede de consulta la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 24 de octubre de 2016, dentro del proceso ordinario laboral reseñado con anterioridad.
Problema jurídico por resolver


De conformidad con los fundamentos de la sentencia de primera instancia le corresponde a la Sala determinar si la demandante conservó los beneficios del régimen de transición del artículo 36 de  la Ley 100 de 1993, con ocasión de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 y, en caso afirmativo, si tiene los requisitos para acceder a la pensión de vejez enmarcada en el Acuerdo 049 de 1990.
I. La demanda y su contestación

La citada demandante solicita que se ordene a Colpensiones corregir su historia laboral e integrar los periodos faltantes, cotizados al I.S.S. entre 1975 y 1994. Como consecuencia de lo anterior, procura que se declare que es beneficiaria del régimen de transición y que cumple los requisitos para acceder a la pensión de vejez consagrada en el Acuerdo 049 de 1990.

Igualmente, pide que se ordene a la entidad demandada reconocerle la aludida prestación a partir del 18 de diciembre de 2012; más los intereses moratorios; lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y, las costas procesales.
Para fundar dichas pretensiones manifiesta que nació el 18 de diciembre de 1957 y que el 12 de marzo de 2015 requirió a Colpensiones para que corrigiera su historia laboral, en razón a que no le aparecen las semanas cotizadas como empleada de la sociedad Manufacturas Valher S.A., las cuales sí se reflejan en los registros de periodos de afiliación y cotización al régimen de pensiones, expedidos por el entonces I.S.S. Refiere que el 13 de marzo siguiente solicitó el reconocimiento de su pensión de vejez, la cual le fue negada a través de la Resolución 124.222 del 29 de abril de 2015, bajo el argumento de que sólo acreditaba 141 semanas cotizadas, esto es, sin tener en cuenta las 998,57 pagadas al I.S.S., respecto de las cuales previamente había solicitado su incorporación, con la respectiva prueba documental.  

Agrega que es beneficiaria del régimen de transición por cuanto al 1º de abril de 1994 tenía más de 35 años de edad y a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 contaba con más de 750 semanas cotizadas, por lo que tiene derecho a que su pensión se reconozca con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990, por cumplir los requisitos establecidos en el mismo y por haber solicitado la corrección de su historia laboral, quedando agotada la vía gubernativa.

Colpensiones aceptó los hechos relacionados con la le edad de la demandante y la solicitud de corrección de la historia laboral presentada el 12 de marzo de 2015. Asimismo, aceptó que la actora reclamó la pensión de vejez el 13 de marzo de 2015; el contenido de la Resolución GNR 124222 del 29 de abril de 2015, por medio de la cual le negó la prestación, y que se encuentra agotada la reclamación administrativa. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos, que no le constaban, o que no eran hechos como tal.
Seguidamente se opuso a la totalidad de las pretensiones de la demandante y propuso las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”; “Prescripción” y, “Deber del demandante de demostrar los supuestos de hecho”.

II. La sentencia de primera instancia

La Jueza de conocimiento declaró no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada y determinó que la señora Yolanda Ramírez es beneficiaria del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por lo que tiene derecho a que Colpensiones le reconozca la pensión de vejez consagrada en el Decreto 758 de 1990.
Como consecuencia de lo anterior, condenó a la aludida entidad a reconocer la prestación a partir del 13 de marzo de 2015, en cuantía del salario mínimo legal y por 13 mesadas anuales, con un retroactivo que estimó en la suma de $11.617.635. Igualmente, condenó a la demandada a cancelar los intereses moratorios a partir del 13 de septiembre de 2015 y las costas procesales.
Para llegar a tal determinación la A-quo consideró, en síntesis, que si bien en la historia laboral allegada por Colpensiones sólo se observan 141 semanas cotizadas, de las pruebas aportadas por la demandante se podía colegir que ella efectivamente laboró para Manufacturas Valher S.A., y que esta sociedad la tuvo afiliada al sistema de seguridad social entre 1975 y 1994, por lo que era dable contabilizar las 998 semanas que se echan de menos en la demanda, con las cuales conservó el régimen de transición del que fue beneficiaria por contar con más de 750 semanas cotizadas al 29 de julio de 2005, siendo viable reconocerle la pensión con fundamento en el Decreto 758 de 1990, pues superaba los 55 años de edad y tenía más de 1000 semanas cotizadas.
Respecto a la fecha de reconocimiento, indicó que al haberse solicitado la prestación el 13 de marzo de 2015, la actora tenía derecho a disfrutar de la misma a partir de ese día; en cuantía del salario mínimo en razón a que sobre esa suma efectuó las cotizaciones al sistema de pensiones y, por 13 mesadas, por haberse causado la pensión con posterioridad al 31 de julio de 2011. 
Seguidamente, procedió a calcular el retroactivo causado entre el 13 de marzo de 2015 y la fecha de la sentencia, el cual estimó en la suma de $11.617.635 y, por último, ordenó el pago de los intereses moratorios desde el 13 de septiembre de 2015, en razón a que en esa calenda finalizaron los 6 meses con los que contaba la demandada para reconocer y pagar la prestación.
III. Procedencia de la consulta
Como quiera que la decisión de primera instancia fue desfavorable para los intereses de la demandada, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.
IV. Consideraciones
4.1  Supuestos fácticos por fuera de debate jurídico
A efectos de resolver los problemas planteados, es menester indicar que son hechos que quedaron por fuera del debate los siguientes:
1. Que la señora Yolanda Ramírez nació el 18 de diciembre de 1957 (fl. 25), por lo que a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 contaba con 36 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de dicho compendio normativo.

2. Que al haber alcanzado los 55 años de edad en el año 2012 debía tener con 750 semanas cotizadas cuando entró a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, a efectos de que los beneficios transicionales se hicieran extensivos hasta el 31 de diciembre de 2014.
3. Que el 13 de marzo de 2015 la actora solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, la cual le fue negada mediante la Resolución GNR 124222 del 29 de abril del mismo año, bajo el argumento de que solo contaba con 141 semanas cotizadas, entre el 1º de septiembre de 1995 y el 31 de marzo de 2013 (fl. 18).
Así las cosas, corresponde a la Sala determinar si dicha cantidad de semanas es correcta o, como lo dedujera la A-quo, es procedente contabilizar aquellas que según la demandante fueron cotizadas por la sociedad Manufacturas Valher S.A.

4.2  Caso concreto

Para demostrar los hechos de la demanda en los que funda sus pretensiones, se allegaron al proceso una serie de documentos con los que, a Juicio de esta Corporación, la demandante logró demostrar que el vacío que se advierte en su historia laboral no tiene sustento alguno, pues en aquellos se puede percibir tanto la relación laboral que sostuvo con la aludida sociedad, como la afiliación que la misma hizo al entonces I.S.S., cancelando un total de 998,57 semanas entre el 23 de octubre de 1975 y el 31 de diciembre de 1994, tal como se reseña a continuación:
1. En el reporte denominado “Periodos de afiliación al régimen de pensiones I.S.S.”, expedido por esa entidad en el año 1996, se observan cotizaciones efectuadas para pensión, salud y riesgos entre el 23 de octubre de 1975 y el 31 de diciembre de 1994 (fls. 23 y 24).
2.  En la “Relación de novedades registradas” expedida por Colpensiones se observa igual cantidad de aportes, en el mismo lapso, por cuenta del empleador Manufacturas Valher S.A.; no obstante, toda esa cantidad de semanas se plasma como “novedades no correlacionadas”, a pesar de que no se advierte un error en el nombre de la afiliada y, además, se indica que los seguros que se están pagando son los de pensión, salud y riesgos (fl. 52). En este punto vale la pena resaltar que en el reporte de semanas cotizadas por empleador allegado por Colpensiones se percibe que el patrono de la actora para el año 1995 no era otro que Manufacturas Valher S.A. (fl. 49), de lo que se puede inferir que los aportes descontados con anterioridad a esa anualidad no pueden tener como soporte o excusa el hecho de que se hayan realizado por error, por otro empleador u a otra persona. 
3. “Acta de conciliación sector industrial”, en el que se llega a un acuerdo respecto del hito inicial de la relación laboral de la demandante con “Confecciones Valher S.A.”, esto es, desde el 23 de octubre de 1975, y las subsecuente sustitución patronal asumida por “Manufacturas Valher S.A.” sin solución de continuidad (fl. 58 y s.s.). Sin que se tenga total certeza al respecto, pues Colpensiones en momento alguno ofrece explicación concreta, la Sala presume que este cambio de patrono fue el que originó el desglose de las 998,57 semanas  de la historia laboral de la demandante y,
4. Tarjeta de conmemoración por 14 años de servicios entregados a la demandante por Confecciones Valher en octubre de 1989, y carnet de comprobación de derechos con número de afiliación No. 030303973, -mismo guarismo que aparece en la “Relación de novedades registradas” expedida por Colpensiones (fl. 52)-, en el que se observa la afiliación de la actora al I.S.S. por el periodo comprendido entre noviembre y diciembre de 1994 (fl. 60).
Los últimos dos documentos fueron allegados por la parte demandante en la audiencia del artículo 77 del C.P.T. y la s.s., de los cuales la Jueza de instancia corrió traslado a Colpensiones a efectos de que ejerciera su legítimo derecho de contradicción, entidad que no hizo ninguna clase de pronunciamiento, por lo que no quedó en entredicho su veracidad. A pesar de lo anterior, en esta instancia se requirió a la gestora de la acción a efectos de que allegara la totalidad de los folios de la aludida acta de conciliación, frente a lo cual manifestó su imposibilidad pero allegó copia del acta celebrada en el mismo lugar, y el mismo día y hora por el mismo empleador con una de sus compañeras de trabajo, la señora María Milley Valencia Ortiz, del cual no se infiere nada distinto al que fuera allegado en el proceso, esto es, que no hubo solución de continuidad respecto de las obligaciones laborales que venía sufragando “Confecciones Valher S.A.” cuando “Manufacturas Valher S.A.” las asumió.
En este punto debe indicarse que si bien no está completo el documento visible a folio 58, su valor probatorio no se compromete toda vez que el artículo 252 del C.G.P. dispone que el mismo debe valorarse de acuerdo a la sana crítica; aspecto que conduce a atribuirle el peso demostrativo que pretende la parte actora, pues no se trata de ejecutar las obligaciones allí previstas, sino de extraer del mismo su calidad de trabajadora, por un espacio ininterrumpido de tiempo, sin que el hecho de que esté fragmentado desdiga esos puntos, dada la imposibilidad de traerlo al proceso de forma completa; además, si se confronta con el allegado a folio 12 y s.s. del cuaderno de segunda instancia, es completamente posible concluir que en esa misma fecha y hora el empleador realizó esta y otras conciliaciones, en igual sentido y con distintos trabajadores.  
Por otra parte, al requerirse a Colpensiones con el fin de que aclarara la supuesta homonimia que impedía contabilizar las semanas cotizadas por ese empleador, dicha entidad se limitó a contestar exactamente lo mismo que le ha expresado a la demandante en las reiteradas solicitudes de corrección que aquella le ha efectuado –desde los recursos interpuestos contra el acto que le negó la pensión en el 2013, en los que se pedía que se corrija la historia laboral, hasta la solicitud expresa de corrección presentada en el año 2015-, esto es, que tenía que demostrar que prestó sus servicios para “Confecciones Valher S.A.”, omitiendo hacer un pronunciamiento, nuevamente, respecto de los documentos allegados en esta litis.

De conformidad con lo anterior, se considera acertada la conclusión a la que arribó la Jueza de instancia al sumar a las 141 semanas que aparecen en el reporte allegado por Colpensiones, las 998,57  semanas descontadas a la demandante por Colpensiones  –cotizadas antes del 31 de diciembre de 1994-, con las que alcanza 1139,57 semanas cotizadas al 31 de marzo de 2013, suma de la que se desprende, a su vez, que la señora Yolanda Ramírez conservó el régimen de transición del que fue beneficiaria y supera las 1000 semanas cotizadas exigidas por el Acuerdo 049 de 1990, para acceder a la pensión de vejez.
Así las cosas, como quiera que el presente asunto se conoce en virtud del grado jurisdiccional de consulta, se avalará la fecha a partir de la cual se concedió la pensión, 13 de marzo de 2015, cuando se solicitó la pensión por la demandante, en cuantía del salario mínimo, por haberse realizado los aportes sobre es monto en el curso de la historia laboral y, por 13 mesadas anuales. Igualmente, se mantendrá incólume la condena que se hizo por concepto de intereses moratorios, a partir del 13 de septiembre de 2015, pues no se puede modificar dicha determinación en desmedro de los intereses de la demandada.
Finalmente, a efectos de la celeridad en el cumplimiento de la presente sentencia, se liquidó el retroactivo adeudado entre el 15 de marzo de 2015 y el 31 de enero de 2018, el cual asciende a la suma de $26.422.328, sin perjuicio de las mesadas que se causen con posterioridad y de los descuentos de ley, tal como se observa en la liquidación que se pone de presente a los asistentes y que hará parte del acta que se levante con ocasión de la presente diligencia.

La condena en costas de primera instancia se mantendrá incólume. En esta sede no se causaron por conocerse el asunto en virtud del grado jurisdiccional de consulta.

En mérito de  lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- MODIFICAR el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso laboral instaurado por Yolanda Ramírez en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, en el sentido de que el retroactivo causado entre el 1º de marzo de 2015 y el 31 de enero de 2018 asciende a $26.422.328, sin perjuicio de las diferencias causadas con posterioridad y de los descuentos legales. 
SEGUNDO.- Confirmar en todo lo demás la sentencia objeto de consulta.

TERCERO.- Sin condena en costas en este grado jurisdiccional.
Notificación surtida en estrados.

Cúmplase y devuélvase el expediente al Juzgado de origen.

La Magistrada,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
        FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con salvamento de voto
Retroactivo Yolanda Ramírez
	Desde
	Hasta
	Causadas
	Valor mesada
	 Mesadas 

	01-mar-15
	31-dic-15
	11,00
	 $               644.350 
	 $       7.087.850 

	01-ene-16
	31-dic-16
	13,00
	 $               689.455 
	 $       8.962.915 

	01-ene-17
	31-dic-17
	13,00
	 $               737.717 
	 $       9.590.321 

	01-ene-18
	31-ene-18
	1,00
	 $               781.242 
	 $           781.242 

	
	
	
	
	 $     26.422.328 


Ana Lucía Caicedo Calderón
Magistrada
                 MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, Nueve [09] de febrero de dos mil dieciocho [2018].

SALVAMENTO DE VOTO:

Disiento de la sentencia proferida por cuanto, a mi juicio, en el proceso no quedó probado que la actora tuviera derecho a que Colpensiones le reconociera la pensión de vejez que aquí se dispuso. 

Al respecto vale tener en cuenta lo siguiente:

EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA

En sentencia SL-6557  de  11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia  de la  Magistrada  Clara  Cecilia  Dueñas Quevedo,  la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma en los siguientes términos:

“En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 

Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”

Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”.”.

Aplicado lo anterior a este caso, bien se puede observar que los documentos que obran a folios 23, 24, 58 y 59, que fueron utilizados por la mayoría para reconocer el derecho, carecen de firma y por ende, al no haberse reconocido expresa o implícitamente su contenido ni haberse construido la defensa con apego a estos, y al no existir precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada lo elaboró, aprobó o autorizó, los mismos carecen del valor probatorio que se le otorgó en la providencia. 

De otro lado, los documentos que obran a folio 60, simplemente fueron decretados como pruebas de oficio, pero obviamente sin más alcance que el que la ley les puede otorgar. De allí que no es cierto que porque se hayan decretado como pruebas, ello implique que no haya quedado en entredicho su veracidad. Nada más alejado de la realidad. Por ejemplo la tarjeta emanada supuestamente de Valher no podía ser tachada de falsa por Colpensiones porque no es un documento respecto del cual esa Administradora debiera o pudiera haber tenido conocimiento. Amén que hace referencia a un tiempo de supuesta vinculación laboral con aquella sociedad muy anterior al de la afiliación de la trabajadora al ISS. Y de cualquier manera, aun de aceptarse que su contenido fuera real, bajo ninguna circunstancia podía servir de prueba para fulminar una condena contra ese Fondo por cuanto para el año 1989 y los 14 anteriores que allí se nombran, la demandante no estaba afiliada al instituto de Seguros Sociales, por lo que de querer validar esos periodos, necesario resultaba la vinculación al proceso del presunto empleador Valher, a quien además, en ese evento, se hacía imperativo imponerle el pago del cálculo actuarial.

Respecto al último documento que la mayoría tuvo de soporte para conceder la pensión –la tarjeta de comprobación de derechos (fl 60), ella lo único que prueba es que para ese periodo de noviembre a diciembre de 1994 hubo afiliación al sistema de salud en el ISS.

Como a simple vista puede verse, el reconocimiento que se hizo de 998,57 semanas, para con ellas conceder la pensión de vejez, se dio contrariando todos los principios procesales que guían la valoración de las pruebas y por ello es que salvo mi voto, sosteniendo que en este caso no era posible el reconocimiento del derecho de la actora.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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